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1.- VISTOS 

Desata la Sala el recurso de apelación interpuesto por el interno DIEGO JULIÁN VÉLEZ LÓPEZ, contra el auto interlocutorio proferido el dieciocho (18) de octubre de 2006 por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, por medio del cual negó la solicitud de libertad condicional.
2.- PROVIDENCIA 

Frente a la petición del interno, el Juzgado se pronunció de manera negativa, por cuanto no satisfacía a plenitud las exigencias contempladas para ello, aunque no podía desconocerse que cumplía con el factor objetivo exigido en la norma del artículo 64 del Código Penal, modificado a su vez por el artículo 5º de la Ley 890 de 2004, dado que había cumplido una detención (física y redención) de once meses (11) meses y un (1) día, lo que superaba las dos terceras (2/3) partes de la pena impuesta en virtud de la acumulación jurídica de las penas de que había sido objeto (dieciséis -16- meses de prisión).
El obstáculo se encontraba en el factor subjetivo de la norma, que no solamente exigía una buena conducta en el centro de reclusión, sino que además, debía valorarse la gravedad de la conducta; sin dejar de mencionar el pago total de la multa y la indemnización a la víctima cuando así se hubiere dispuesto en la sentencia. Para tal valoración tuvo en cuenta las directrices trazadas por la Corte Constitucional cuando se pronunció sobre la exequibilidad del artículo 5º de la Ley 890 de 2004 en la sentencia C-194 de 2005, al señalar que ese ejercicio valorativo debía estar acorde con el que haya hecho el Juez de conocimiento al proferir la sentencia; al igual que jurisprudencia de la Corte Suprema, aplicable al punto a pesar de ser anterior al sistema acusatorio.
En ese orden de ideas, advirtió que mirado con detenimiento el primer fallo (Juzgado Penal Municipal con funciones de conocimiento de Pereira) mencionaba que el prontuario delictivo del señor VÉLEZ LÓPEZ lo marcaba como una persona proclive al delito, además, el ilícito cometido contra el patrimonio, al involucrar armas para lograr su cometido, mostraba que no tenía consideración alguna para agredir en la forma en que lo hizo. En lo que hace con la sentencia por porte ilegal de armas, proferida por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de esta ciudad, lo señalaba también como una persona con tendencia a marginarse de los parámetros de legalidad, con una personalidad que requería tratamiento penitenciario en procura de su resocialización y como pauta para obtener el cumplimiento de los fines de la pena.

Ahora bien, con tales prolegómenos, llegó al fondo de la petición y conceptuó que las conductas cometidas por el interno (porte ilegal de armas y hurto calificado y agravado) por ser de enorme gravedad y riesgo para la comunidad, exigían mayor severidad en la ejecución verdaderamente aflictiva para quien las cometió, dado que sus características, naturaleza y modalidad, ponían en evidencia una personalidad carente de principios. En esas condiciones, no constituía garantía alguna retornar a la sociedad en libertad condicional a quien así había obrado.
3.-  RECURSO

El interno refiere que en efecto ya cumplió con el factor objetivo exigido en la norma para acceder a la libertad condicional, así como a lo que ha sido su comportamiento dentro del penal, para lo cual trae a colación los certificados del Consejo de Disciplina que le han otorgado una calificación de buena; además, se encuentra en la fase de mínima seguridad. Acota también que ha participado en diferentes eventos deportivos y que ha recibido felicitaciones de sus educadores por su superación y logros obtenidos. Así las cosas, destaca que su personalidad se ha moldeado y depurado, lo que le da derecho al disfrute de la libertad condicional para reincorporarse al seno de su familia y la sociedad, ya que no tiene requerimientos de otras autoridades o intentos de fuga en la cárcel, ni siquiera, procesos disciplinarios.
Se apoya en el contenido de la Ley 415 de 1999 y jurisprudencia de la Corte Constitucional (sentencia 087 de febrero 26 de 1997), para pedir que los antecedentes no sean tenidos en cuenta más allá de lo que la ley permite, para lo cual estima que las circunstancias propias del punible se deben tener en cuenta al momento de dictarse la sentencia y no para negar el beneficio de la libertad condicional como ocurrió en su caso. Un proceder así, constituye una violación al principio del non bis in idem para llegar al absurdo de hacer inaplicable el artículo 72 -sic- del Código Penal.
De otro lado, señala que la Constitución Política impuso como primordial la defensa de los derechos fundamentales, dentro de los cuales se encuentra -sic- la libertad condicional así esté “condicionada”. Su tendencia humanista hace prevalecer la dignidad humana y el respeto al derecho y garantías de los hombres aunque se halle en prisión, de ahí la importancia de fundamentar razonadamente tanto la providencia que concede la libertad condicional como aquella que la niega.
Concluye prometiendo bajo la gravedad del juramento que no volverá a delinquir, que pedirá perdón a las víctimas, que no reincidirá en el delito ya cometido y a difundir su arrepentimiento ante la sociedad, para pedir que se le conceda la libertad condicional que le fue negada.
4.-  SE CONSIDERA

Posee la Sala competencia funcional para desatar la apelación interpuesta en contra del auto interlocutorio proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 34.6 de la Ley 906 de 2004.

Al emprender la labor de desatar el recurso de apelación impetrado, debe necesariamente ocuparse el Tribunal de dilucidar si el hecho de realizarse una valoración de las conductas punibles por las cuales resultó condenado el señor DIEGO JULIÁN VÉLEZ LÓPEZ como presupuesto para negar la libertad condicional, constituye o no una vulneración del principio que prohíbe ser juzgado dos veces por los mismos hechos -non bis in idem-, por cuanto una valoración similar se efectuó al momento de imponerse la sentencia.

Ya el señor Juez que vigila el cumplimiento de la pena, se refirió a las nuevas exigencias contempladas en la ley penal con motivo de la implementación del sistema fundado en el principio acusatorio, para el caso de la libertad condicional, en particular, la valoración de la gravedad de las conductas cometidas, elemento que no existía en las codificaciones anteriores. Este condicionamiento que fue introducido en la norma contemplada en el artículo 64 del Código Penal a través del artículo 5º de la Ley 890 de 2004, tiene su razón de ser en el sistema de pesos y contrapesos diseñado en el estatuto que actualmente impera en nuestro distrito judicial, el cual propugna por la participación del imputado o acusado en la definición de su situación procesal, ofreciéndosele la oportunidad de aceptar los cargos que se le imputan a cambio de una sustancial rebaja en la pena que se impone, como fue precisamente lo acaecido en el presente evento. De otra parte, busca que frente a conductas graves la sanción no se torne en una simple formalidad y antes bien, se materialicen los fines que la orientan en cuanto a la prevención general y especial, resocialización del delincuente y retribución justa. 
En conclusión, el proceso penal actual privilegia en extremo el derecho a la libertad en el período de investigación y juzgamiento, pero, una vez vencido en juicio el acusado y quebrada la presunción de inocencia, la regla debe ser el cumplimiento total de la sanción intramural para aquellos casos en los cuales la sociedad requiere que se hagan efectivos los fines que le son propios.

No significa lo anterior, por tanto, que de un tajo se haya cercenado la posibilidad de acceder a los beneficios liberatorios, como parece entenderlo el impugnante, sino que no pueden gozar de él quienes han obrado de una manera que ha sido judicialmente valorada como sumamente grave.

Se desprende de lo anterior, que otras son las reglas de juego a partir del primero (1º) de enero de 2005, cuando empezó a regir el nuevo sistema procesal penal y que a ellas debemos atenernos, porque además, gozan del aval que le ha dado la jurisprudencia constitucional al examinar precisamente la exequibilidad de la exigencia relacionada con la valoración de la conducta como presupuesto para el disfrute del subrogado. En esas condiciones, no puede considerarse que la decisión que ahora obliga al sentenciado a continuar en detención intramural, constituya una vulneración del non bis in idem, por las razones aducidas.
En lo que hace con el caso particular, miradas con detenimiento las particularidades de las infracciones cometidas por el interno, observa el Tribunal que las mismas ocurrieron en un lapso corto, que la segunda (porte ilegal de armas) sucedió a sabiendas de la sentencia condenatoria que unos meses antes se le había impuesto por el hurto calificado y agravado en la cual también se le habían negado los subrogados, en especial por contar en su haber con otras dos (2) sentencias condenatorias previas por similares ilícitos. En otras palabras, la sola expectativa de serle impuesta una sanción por su desviado proceder, no es factor que lo haga desistir de sus negativas intenciones; por el contrario, ha hecho del delito su forma de vida, al punto que no vaciló en poner en peligro a la sociedad al portar arma de fuego sin el respectivo permiso en una ocasión y proceder a despojar a mano armada -cuchillo- de sus pertenencias a otro desprevenido transeúnte, a riesgo de atentar contra su vida en caso de oponer resistencia.
Más allá, hay que decir que el señor VÉLEZ LÓPEZ ha sido merecedor de sustanciales beneficios referidos en primer lugar a las rebajas de pena que le fueron concedidas al allanarse a la imputación, y luego, por la aplicación de la figura de la acumulación jurídica de penas, que le reportó otra disminución del tiempo que debe purgar en la prisión. De suerte que para la Sala, no hay lugar a modificar la providencia que le negó la libertad condicional por cuanto en consonancia con lo allí decidido, estima que el interno no es elegible para disfrutar de la libertad condicional y debe purgar la totalidad de su pena en el centro de reclusión.
5.- DECISIÓN  
El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala Dual de Decisión Penal,  CONFIRMA el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, objeto de alzada. 
CÓPIESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE 

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE                       MARÍA MERCEDES LÓPEZ MORA

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

La Secretaria de la Sala,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
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